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BOLETÍN Nº 2006-07.

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACION, JUSTICIA Y REGLAMENTO recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que reajusta e incrementa las remuneraciones del Poder Judicial; modifica el decreto ley N° 3.058, de 1979; crea el Departamento de Recursos Humanos en la Corporación Administrativa del Poder Judicial, y modifica el Código Orgánico de Tribunales.

________________________________

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros, en segundo trámite constitucional, acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, que ha sido calificado de simple urgencia en todos sus trámites constitucionales.


Concurrieron, especialmente invitados, la señora Ministro de Justicia, doña María Soledad Alvear Valenzuela; en representación de la Excelentísima Corte Suprema, el señor Ministro don Hernán Alvarez García; el señor Jefe de la División Jurídica y la señora Jefe de la División Judicial del Ministerio de Justicia, don Rafael Blanco Suárez y doña Consuelo Gazmuri Riveros, respectivamente; en representación de la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial, el Ministro de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Valparaíso y Director de la Asociación, don Rafael Lobos Domínguez; en representación de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, su Director, don Luis Manríquez Reyes y el Jefe de Finanzas, don Omar Rebolledo Martínez; y en representación de la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial, su Presidente, don Raúl Araya Castillo; el Vice Presidente, don Guillermo Quiroz Manzo; la Directora, doña Valeria Véliz Guzmán y el Prosecretario General, don Benjamín Ahumada.


La Corporación Administrativa del Poder Judicial y la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial entregaron minutas con sus puntos de vista.  Asimismo, se recibió una presentación de la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial, en la que dio a conocer los acuerdos de su Convención Nacional Extraordinaria celebrada el 9 del mes en curso, y otra de la Bibliotecaria de la Iltma. Corte de Apelaciones de Valparaíso, doña Tatiana Bustos Ibarra, quien hizo presente la situación de los bibliotecarios judiciales -que no se considera en esta iniciativa-, los cuales desde 1995 se encuentran en el mismo Escalafón y Serie de las Asistentes Sociales, de conformidad al Código Orgánico de Tribunales, sin que se haya efectuado la adecuación del caso para los efectos remuneratorios en el decreto ley N° 3058, de 1979.

- - -

ANTECEDENTE LEGAL


El decreto ley Nº 3.058, de 1979, contiene el sistema de remuneraciones del Poder Judicial.


Establece una escala de sueldos bases mensuales, cuyos grados asigna a los diferentes cargos de los escalafones que contempla para este efecto, cuales son el Escalafón del Personal Superior, el Escalafón del Personal de Empleados y el Escalafón de Asistentes Sociales; contempla la asignación profesional; crea la asignación judicial; mantiene el derecho a percibir determinadas remuneraciones adicionales y declara que las remuneraciones de los personales a que se refiere ese decreto ley serán reajustables de acuerdo a las normas generales que rijan para el sector público.

DISCUSION GENERAL 

De acuerdo al Mensaje presidencial, la iniciativa de ley tiene como objetivo fundamental reajustar e incrementar las remuneraciones del Poder Judicial, acorde con el propósito del Supremo Gobierno de dignificar la labor que desempeñan  los funcionarios que integran el citado Poder.


Su contenido corresponde, en lo esencial, a los siguientes temas:


I.- Beneficios económicos.

En primer lugar, se reajustan los montos vigentes del sueldo base, de la asignación judicial y de otras bonificaciones especiales al Escalafón del Personal Superior y al Escalafón del Personal de Asistentes Sociales, en un porcentaje aproximado al 14%, contemplándose que el monto total de dicho reajuste se pague entre los años 1997 y 2000, en los porcentajes que para cada año se indican y conforme al sistema de cálculo que se señala.  Respecto del Escalafón del Personal de Empleados, el monto total del reajuste alcanzará a algo más de un 15%, el que se pagará también entre los años 1997 y 2000.


En segundo lugar, se incrementan los montos por concepto de gastos de representación asignados a los grados I, II y III , a fin de hacerlos más acordes a las necesidades que la dignidad de esos cargos impone.


Así también , se eleva del grado X al grado VIII el cargo de Prosecretario de la Corte Suprema, el cual, en virtud de la Ley N° 19.390, ascendió de la Séptima a la Sexta Categoría, sin que se igualara su remuneración con las de los otros incluidos en esa Categoría, no obstante sus relevantes funciones y la dedicación exclusiva con que debe desempeñarse.


Por otra parte -continúa el Mensaje-, se duplica en un plazo de dos años la asignación de movilización de las Asistentes Sociales del Poder Judicial, en consideración a que su monto actual resulta absolutamente insuficiente para la cantidad de trabajo en terreno que deben desarrollar estas profesionales.


Se otorga también una asignación de responsabilidad superior a los integrantes del Escalafón Superior, atendida la relevancia social de la función jurisdiccional, cuyo ejercicio implica una enorme responsabilidad por parte de quienes la ejercen, así como la dedicación exclusiva que se les impone, con la sola excepción de las actividades académicas.


Es dable acotar que, durante el primer trámite constitucional, se incorporó una asignación de nivelación, cuyo objeto es asegurar que la remuneración final del personal del Escalafón Superior responda a un adecuado concepto de carrera funcionaria, partiendo de la remuneración superior, que corresponde al Presidente de la Corte Suprema.


Por último, con el objeto de establecer un incentivo que permita mejorar la gestión institucional y, por ende, el servicio judicial, se contempló en el mensaje la creación de un bono de gestión institucional.  En el primer trámite constitucional este bono fue sustituido por uno de gestión institucional y otro de desempeño individual, pagaderos en junio de cada año, cada uno de los cuales será equivalente al 5% de la suma del sueldo base, la asignación judicial y asignación profesional anuales devengados para cada funcionario a quien corresponda el beneficio, durante el año inmediatamente anterior.


Tendrá derecho al bono de gestión institucional el 90% mejor calificado del personal perteneciente a cada uno de los tribunales que constituyan el 40% que de mejor cumplimiento a las metas de gestión que, a nivel nacional y considerando tipologías homogéneas de tribunales, fijará cada año la Corte Suprema mediante Auto Acordado.  El bono de desempeño individual, a su vez, corresponderá al 30% del personal mejor calificado de cada escalafón, perteneciente al ámbito jurisdiccional de cada una de las Cortes de Apelaciones del país.


II.- Recursos humanos.

Se crea un Departamento de Recursos Humanos en la Corporación Administrativa del Poder Judicial, con su correspondiente planta de personal, el que ejecutará la función de administración de personal, materia que los tribunales no están en condiciones de realizar adecuadamente, por tratarse de un área especializada que recarga a los magistrados y les ocupa impropiamente tiempo que deben dedicar al ejercicio de la función jurisdiccional.


III.- Otras materias.

Se propone aumentar el número de abogados integrantes en las Cortes de Apelaciones de Arica, Antofagasta, La Serena, Rancagua, Valparaíso, San Miguel y Concepción, en el caso de las cuatro primeras como consecuencia del aumento del número de salas de esos tribunales, y en las restantes, para adecuarlas a una relación Sala-Ministros-Abogados Integrantes que asegure un mejor servicio judicial. De esta forma, la relación en todas las Cortes de Apelaciones del país sería de dos abogados por sala, más uno de reserva para toda la Corte.


Por otra parte, se restablece el derecho a ser considerado en el grado superior para los efectos de los ascensos, que tenían los jueces letrados de comuna o de agrupación de comunas y los secretarios de juzgados de letras que al 30 de mayo de 1995 -fecha en que tal derecho fue derogado como consecuencia de la ley N° 19.390- contaban con más de cinco años de permanencia en la categoría, y que se amplía a los que, a esa fecha, servían en propiedad tales cargos, una vez que cumplan cinco años.

- - -


La señora Ministro de Justicia, doña María Soledad Alvear, al dar a conocer a la Comisión los alcances de la iniciativa de ley en estudio, recordó que durante el Gobierno del Presidente Aylwin se acordó con el Poder Judicial el plan quinquenal cuya finalidad fue duplicar los recursos que se le destinaban.  Ese plan hizo posible la creación de nuevos tribunales y salas de Cortes, así como la realización de diferentes proyectos de inversión y el incremento de remuneraciones de su personal.


Durante el curso del año 1995, no obstante, el Gobierno estimó oportuno iniciar un proceso de trabajo en conjunto con el Poder Judicial a fin de determinar las remuneraciones que debiera recibir su personal.  Para tal efecto, el Ministerio encargó al Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad de Chile y al Departamento de Investigaciones de la Facultad de Derecho de la Universidad Diego Portales la realización de un estudio, que se desarrolló durante más de un año de trabajo, en el curso del cual se realizaron viajes a terreno para conocer las realidades existentes en las distintas zonas del territorio. A partir de él se advirtió que el mejoramiento de la administración de justicia no se resolvía tan sólo con la creación de nuevos tribunales y mayores atribuciones, sino que también se requerían diversos cambios en las estructuras y los procedimientos del Poder Judicial.  Entre otras materias, se constató que el nivel de remuneraciones de los empleados que ocupan las categorías inferiores del escalafón resultan comparables con actividades similares que se realizan en el sector privado, pero no así aquellas que corresponden a los cargos más altos -especialmente desde los jueces de asiento de Corte hacia arriba- donde la situación es comparativamente dispar.  Adicionalmente, se llegó a la conclusión de que es necesario de que en el Poder Judicial exista alguna organización que pueda hacerse cargo de la administración del personal. 


Ese estudio constituyó uno de los elementos de juicio sobre los cuales se suscribió un Protocolo de Acuerdo  a fines del año 1996, entre el Ministerio y el Poder Judicial representado en la persona del Presidente de la Corte Suprema, parte del cual se traduce en esta iniciativa legal.


La señora Ministro destacó que sus principales contenidos son los siguientes:


1) Se reajusta a partir del 1º de enero de 1997 el sueldo base, la asignación judicial y otras bonificaciones especiales que corresponden a los empleados del Poder Judicial. Dicho incremento es de un 14 % por sobre la variación del Indice de Precios al Consumidor en el caso de los integrantes del Escalafón Superior y del de Asistentes Sociales, y de un 15 % para el Escalafón de Empleados.


Hizo hincapié en que el referido reajuste se aplica sobre aquel del 9% que se dio para el sector público para el año 1997, y por sobre el Indice de Precios al Consumidor que estime el Ministerio de Hacienda para los restantes tres años.


Para el año 1997 se considera un incremento de un 2% para el personal superior del Poder Judicial y de asistentes sociales y el 3% para el personal de empleados. En los años 1998 a 2000 se concederá para todos ellos un 4% de incremento por cada año.


2) La iniciativa legal contempla el otorgamiento, a partir de la misma fecha, de una asignación de responsabilidad superior para todo el escalafón superior del Poder Judicial, es decir, Ministros de Corte, Jueces, Secretarios, Fiscales y Relatores, la que tiene montos mensuales determinados y diferenciados por grado para cada uno de los cuatro años señalados. Este beneficio responde, precisó, a una de las conclusiones a que se llegaron en el informe a que se ha hecho referencia anteriormente, cual es que este nivel de jueces requiere de una asignación especial.


3) Además de esta asignación, puntualizó, se establece para el mismo personal otra de nivelación, que tiene por finalidad asegurar que la remuneración final que le corresponda, considerando el sueldo base y la totalidad de las asignaciones especiales, vaya decreciendo paulatinamente de acuerdo a la que corresponde al grado, y responda de esa forma a un adecuado concepto de carrera funcionaria.


4) Se establece a partir del año 1998 un bono de gestión institucional y uno de desempeño individual. Explicó que el objetivos de ellos es vincular el mejoramiento económico del personal del Poder Judicial a una mayor eficiencia en el quehacer judicial. Resaltó la importancia y novedad que representan estas asignaciones, que motivaron la creación de un grupo de trabajo de representantes de los Ministerios de Justicia y del Hacienda y del Poder Judicial, para determinar los elementos a considerar para la entrega de estos bonos. Estos se asignarán al personal de los grados V al XI del escalafón superior, es decir, desde los jueces de asiento de Corte hacia abajo; al escalafón de asistentes sociales, al de empleados, y al personal de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y de la Academia Judicial.


Manifestó que cada uno de estos bonos equivale al 5% de la suma del sueldo base, la asignación judicial y la profesional anual, devengada durante el año inmediatamente anterior al de su otorgamiento.  El bono de gestión institucional corresponderá al 90 % mejor calificado del personal perteneciente al 40% de los tribunales que mejor cumplan las metas de gestión que, a nivel nacional y considerando tipologías homogéneas de tribunales, fijará cada año la Corte Suprema mediante un auto acordado. Para la elaboración de dicho documento, el grupo de trabajo que se ha señalado ya está efectuando los estudios pertinentes.


El bono de desempeño individual corresponderá al 30% del personal mejor calificado de cada escalafón. Por lo anterior, existirán funcionarios que recibirán ambos bonos, lo que representará alrededor de un 10% de su remuneración anual, otros podrán percibir uno y habrá quienes no reciban ninguno. 


5) Se incrementan los gastos de representación asignados a los grados I, II y III del Escalafón Superior, a fin de hacerlos más acordes a las necesidades que la dignidad de esos cargos impone.


6) Recogiendo lo que ha sido una sentida aspiración de las Asistentes Sociales del Poder Judicial, se incrementa en un 100%, en un plazo de dos años, su asignación de movilización, en consideración a que su monto actual - $ 14.100 - resulta absolutamente insuficiente para la cantidad de trabajo en terreno que deben desarrollar estas profesionales. De esta forma, resultan beneficiadas 212 funcionarias que desempeñan estos cargos.


7) Como último aspecto en relación con estas materias, apuntó que en lo sucesivo no se aplicarán al personal del Poder Judicial, de la Academia Judicial y de la Corporación Administrativa del Poder Judicial las normas sobre remuneraciones aplicables a los demás personales del Sector Público, salvo disposición legal expresa en tal sentido, pero -apuntó- sí lo serán aquellas disposiciones que otorgan aguinaldos de Navidad y fiestas patrias y bonos de escolaridad a los demás personales del sector público.


8) Por otra parte, en cuanto a la gestión administrativa interna y de personal de los tribunales, se crea un departamento de recursos humanos, dependiente de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, que asumirá con toda propiedad técnica la función de administración de personal. Ello, destacó, se consideró de toda importancia para una mejor administración del personal del Poder Judicial, que a su vez se traducirá en una mayor eficiencia.


9) Con el objeto de subsanar algunas omisiones de otras iniciativas legales, destacó, se aumenta el número de abogados integrantes de tres a cinco en las Cortes de Apelaciones de Arica, Antofagasta, La Serena, Rancagua, de siete a nueve en la de San Miguel y Concepción y de ocho a nueve en la de Valparaíso.   Asimismo, prosiguió, se reconoce el derecho de los integrantes de las categorías V a VII del Escalafón Primario, que se vieron afectados con la derogación del artículo 268 del Código Orgánico de Tribunales, dispuesto por la Ley 19.390, a ser considerados en el grado superior para los efectos de los ascensos.   En virtud de ello, si tenían cinco o más años de antigüedad en esta categoría, podrían figurar en ternas para las categorías III, IV y V , respectivamente. Esta proposición, aseveró, recoge una inquietud del Poder Judicial en el sentido que se ha expresado.

- - - 


El señor Ministro de la Excma. Corte Suprema, don Hernán Alvarez, a su vez, expresó que el tema del reajuste de las remuneraciones del Poder Judicial ha sido siempre una materia muy sensible, que ha significado, además, incluso históricamente, la preocupación de los Poderes Ejecutivo y Legislativo. En efecto, como se recordó en el primero de los informes que la Corte Suprema evacuó sobre esta iniciativa, ya en el siglo XIX se hacían consideraciones que podrían ser aplicables a la realidad actual, en torno a la necesidad de que los jueces en nuestro país tuvieran una remuneración adecuada, justa y acorde con la dignidad y responsabilidad del cargo.


Refiriéndose a lo que fue el origen de este proyecto de ley, hizo notar que el diálogo con la señora Ministro de Justicia en el año 1994 y las demás autoridades del Poder Ejecutivo, que determinó la necesidad de establecer un reajuste remuneratorio para el Poder Judicial, inició en circunstancias bastante difíciles, caracterizadas por un paro de los empleados y un anuncio en igual sentido de la Asociación de Magistrados.  Ello, no obstante el plan quinquenal instaurado por la Administración del Presidente Aylwin, que significó un avance importante para dotar al Poder Judicial de un presupuesto mayor.


En ese año 1994, continuó, se llegó a un acuerdo para reajustar de manera general las remuneraciones de este Poder del Estado en un 12 %  acelerando así el pago del último porcentaje del plan quinquenal, aunque significó renunciar a la perspectiva de aspirar a un reajuste remuneratorio especial en el año 1996.


Durante 1996, prosiguió, se estudió el sistema de reajuste de remuneraciones de que ha dado cuenta la señora Ministro de Justicia, con los porcentajes y períodos que se han expresado, y que se concretó en un Protocolo de Acuerdo suscrito por la señora Ministro y el señor Presidente de la Excma. Corte Suprema, con la completa autorización del Pleno del Tribunal.


En ese mismo Protocolo se introdujeron asignaciones complementarias y bonos que constituyen una completa novedad en materia de remuneraciones del Poder Judicial.  La asignación de responsabilidad superior constituye un reconocimiento a la responsabilidad que implica el ejercicio de la labor jurisdiccional y, al mismo tiempo, una ratificación de la dedicación exclusiva que conlleva esta función. Del mismo modo, los bonos de gestión institucional y desempeño individual reconocen el principio de que no solamente es necesario allegar recursos para la gestión de diversos órganos del Estado, sino que también mecanismos que incentiven el buen uso de estos recursos. Entendió que estos bonos permitirán que los funcionarios cumplan con mayor dedicación el ejercicio de sus labores funcionarias.


En cuanto a la inaplicabilidad para el personal del Poder Judicial de las disposiciones sobre aumentos de remuneraciones para el resto del sector público, manifestó que se convino el Protocolo de Acuerdo sobre la base de que se estaba en presencia de un sistema en consolidación y desarrollo. Aunque reconoció que el reajuste no parece ser tan significativo en su primera etapa de aplicación, su análisis en el cuadrienio que se contempla lo hace ser atractivo.  Dio a conocer, no obstante, las aprehensiones de algunos señores Ministros de la Corte Suprema en el sentido de que el sistema de reajuste que se establece no sea coincidente  con el porcentaje inflacionario del país en los próximos años, y quedase por debajo del mismo. Para resguardar dicha eventualidad, sugirió examinar la posibilidad  de que se establezca que dicha situación, de ocurrir, en ningún caso afectará las remuneraciones del personal del Poder Judicial.


Entre otros aspectos de su exposición, manifestó que se satisface una aspiración muy sentida con la creación del departamento de recursos humanos al interior de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, dependiente de la Corte Suprema, ya que las funciones que se le otorgan constituirá una importante contribución para el desempeño de la función jurisdiccional, en orden a separar lo que corresponde propiamente a dicha función de aspectos netamente administrativos que recargan el trabajo de los jueces, rescatando así tiempo útil del juez para el ejercicio adecuado de sus funciones específicas. Añadió que ello tendrá una enorme trascendencia en el desarrollo futuro de la función jurisdiccional, que repercutirá adecuadamente en la respuesta que los tribunales den a la ciudadanía.

- - - 


El señor Ministro de la Iltma. Corte de Apelaciones de Valparaíso, y representante de la Asociación Nacional de Magistrados, don Rafael Lobos, en parte de su intervención, señaló que la Asociación comparte en términos generales los contenidos del Protocolo de Acuerdo suscrito entre la señora Ministro de Justicia y el señor Presidente de la Excma. Corte Suprema, que se ha plasmado en la iniciativa de ley en estudio, aunque estima que el reajuste que se considera no resulta tan significativo, si bien su aplicación cuadrienal constituye un avance importante.


Precisó que la Asociación entiende que el sistema de reajuste de remuneraciones que se plantea corresponde a un proceso que, en su primera etapa, se refiere a su aplicación en cuatro años a partir de 1997 con diferentes porcentajes anuales, y que luego existiría un nuevo estudio, a fin de alcanzar las aspiraciones que permanentemente han manifestado los jueces, con parámetros que resulten comparables con los existentes en otros poderes  e instituciones del Estado.


Hizo saber, en relación con los bonos de gestión institucional y de desempeño individual, que la Asociación participó en estudios previos, en los que se los denominaba “bono de productividad”, y que le preocupa la situación en que se encuentran muchos tribunales, que, por escasez de personal y falta de recursos materiales, están en malas condiciones para aspirar a dar cumplimiento a las metas que se les fijen.


Luego de efectuar otras observaciones, terminó haciendo presente que, sin perjuicio de ellas, el proyecto de ley suscita un considerable interés en los asociados que representa, y que por lo mismo recomiendan su aprobación.

- - - 


El señor Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, don Luis Manríquez, antes de referirse a las normas relativas a la Corporación, declaró compartir la inquietud expresada por el Ministro señor Alvarez, en orden a que el sistema de reajustes que se contempla en la iniciativa de ley no resulte bajo ningún respecto perjudicial para los integrantes del Poder Judicial como consecuencia de un eventual aumento de la inflación superior a los porcentajes que se han señalado, habida consideración que, en forma expresa, el personal de este Poder del Estado queda excluido de las normas de reajuste de remuneraciones que se aplica al sector público.


En cuanto a las materias relacionadas con la Corporación, consideró, entre otros aspectos, que la nueva disposición que se contempla en lo relativo a los requisitos para el nombramiento de los directivos de la entidad, no debiera alterar la actual situación de hecho y de derecho en que se encuentran las personas que desempeñan hoy día dichas funciones. Recordó que los actuales directivos y jefes de departamentos de la entidad fueron nombrados por la Excma. Corte Suprema previo concurso público de antecedentes en el año 1990, en el cual para postular a Director de la Institución se exigió el título profesional de abogado, ingeniero civil o comercial.


En este mismo orden de consideraciones, señaló que la norma que se contempla constituye un retroceso para el máximo ejecutivo de la entidad, ya que, al limitarse la opción a la exigencia de poseer título profesional universitario con especialidad en administración, se reduce la igualdad de oportunidades de distintos profesionales para postular a ocuparlo en legítima competencia.


Además, con ello se restringe las facultades de la Excma. Corte Suprema para determinar las exigencias profesionales que resulten más acordes con la naturaleza de las funciones que debe desempeñar quienes se encuentran en el nivel más alto de la Institución.  Similar cosa puede decirse respecto del jefe del departamento de recursos humanos.


Reparó, asimismo, en el establecimiento de un plazo de duración para el cargo de Director, ya que ello implica alterar su naturaleza de funcionario de la exclusiva confianza de la Corte Suprema.


Observó, finalmente, que la atribución que se contempla para la Corporación de remitir informes y estudios a los Ministerios de Justicia y Hacienda crea una vinculación directa con órganos pertenecientes al Poder Ejecutivo que no se compadece con la naturaleza dependiente de la Excma. Corte Suprema que tiene la Corporación, por lo que debería establecerse la coordinación respectiva.

- - - 


El señor Presidente de la Asociación de Empleados del Poder Judicial, don Raúl Araya, hizo saber que, durante la elaboración del proyecto de ley en estudio ea entidad tuvo una relación permanente con el Ministerio de Justicia, donde se entregaron las peticiones y observaciones sobre el particular. En ese sentido, y aunque la iniciativa no resultaba enteramente satisfactoria, dieron su aceptación a los contenidos a que se había llegado, en la idea de que en el futuro, con el incentivo económico asociado a gestión, se iba a llegar a un mejoramiento remuneracional.  Hizo hincapié en el esfuerzo que se ha hecho para mejorar las remuneraciones del personal superior, a quienes corresponde el 67%, del total de recursos que se están asignando, en relación con el 29 % que se considera para los empleados y el 4% para la asistentes sociales.


Los acuerdos a que se llegó se insertaron en el propósito de buscar una resolución definitiva al tema de las remuneraciones del personal del Poder Judicial. Parte de dichos acuerdos se reflejaron luego en el Protocolo de Acuerdo al cual se ha hecho mención, pero, a su juicio, lamentablemente, cuando se remitió el proyecto de ley para su tramitación, surgieron algunos aspectos que no correspondían a lo acordado, lo que se ha visto incrementado durante el proceso legislativo.


En primer lugar, destacó, se había planteado al Ministerio de Justicia que el porcentaje de reajuste sobre el índice de precios al consumidor se refiriera al histórico y no al proyectado, ya que normalmente la proyección será inferior a la variación que ocurra en la realidad.  A lo anterior, cabe agregar la no aplicación al personal del Poder Judicial de las normas sobre reajuste que rijan para el resto del sector público, lo cual podría implicar una situación más beneficiosa para la generalidad de este sector en relación con el personal judicial.


En lo relativo al bono de gestión institucional, estuvo de acuerdo en que su incorporación es acertada para los efectos de determinar la remuneración final del personal, en la idea de asociar incentivo económico a gestión, pero señaló que en el análisis que hizo la Asociación con el Ministerio de Justicia se llegó a la conclusión de que se pagaría el 50% de la renta bruta mensual por una vez en el año, lo que no corresponde al 5%  del sueldo base y asignaciones que se establece en la actualidad.  En particular, destacó, no se considera la asignación de zona, lo cual resulta muy significativo para las personas que la reciben, ya que las condiciones de trabajo en las grandes urbes difiere mucho de las que hay en las zonas apartadas del territorio nacional, donde existe una especial sacrificio por razones climáticas, ambientales y de diversa índole.


Puso de relieve que este bono de gestión institucional, como se estableció inicialmente en el proyecto de ley, iba a ser pagado al 66% del personal de cada escalafón, de forma que su otorgamiento significaría una suerte de compromiso del personal para mejorar la gestión.  Del total de 4.553 funcionarios, 3.004 habrían podido acceder al beneficio y 1.549 quedarían marginados.  Este esquema, sin embargo,  fue alterado. Se establece, en primer lugar, un bono de gestión individual, que nunca había sido considerado, y , en segundo término, se reduce su aplicación al 40% de los tribunales que logren las metas de gestión, de manera que sólo 146 tribunales -de un total de 365- accederán a él, lo que podría significar un alto desincentivo para la mayor parte de los tribunales.  Lo anterior implica que estarían en condiciones de acceder al beneficio 2.044 funcionarios, cifra que se disminuye al 90% mejor calificado, quedando en definitiva sólo 1.840 con derecho al beneficio, y marginados 2.713.


Respecto del bono de desempeño individual, que alcanzaría al 30% del personal mejor calificado, llamó la atención sobre el hecho de  que se considere como elemento determinante para su otorgamiento el sistema de calificaciones, en circunstancias que los estudios hechos por el propio Ministerio de Justicia han detectado la necesidad de modificarlo.


Señaló que la revisión de las estadísticas refleja que el 80% del personal está calificado en listas de mérito, y el 50% lo está en Lista Sobresaliente, es decir, ha obtenido notas 6.5 y superiores.  Para obtener el referido 30%, se produciría la contradicción de tener que eliminar a más del 50% que tiene calificaciones de mérito, lo que iría en la dirección contraria de aumentar el incentivo laboral.


Agregó que, para los empleados, es preferible el bono de gestión colectiva o institucional, ya que la determinación de la calidad de trabajo individual resulta altamente difícil, por el hecho, además, de que ni siquiera existe una definición de sus funciones. En este sentido, estimó que el tribunal es una unidad de trabajo, por lo cual sería responsable que todo el personal alcanzara la meta de gestión. Lograda ella, el proyecto resulta correcto al eliminar del bono al personal calificado en lista condicional y deficiente. En cuanto a la exclusión de quienes hayan presentado licencia médica por un plazo superior a 6 meses, señaló que sería conveniente que se expresara en términos positivos, en términos de incluir a todo el personal que hubiera laborado por un plazo igual o superior a aquél en el tribunal de que es titular, o en otro en el que hubiera realizado reemplazos, siempre que en éstos se haya obtenido la meta de gestión.


En otro orden de materias, manifestó su discrepancia con la eliminación de la atribución de la Corporación Administrativa para realizar cursos de capacitación, ya que la experiencia ha demostrado los buenos resultados derivados del ejercicio de tal facultad. Estimó que no había inconveniente, atendidas las necesidades de capacitación existentes, en que se mantuviera, a la par de la labor que realiza la Academia Judicial en esta materia.  Informó que, mediante un convenio suscrito entre esa Asociación Nacional con la Corporación, que a su vez permitió llegar a acuerdos con 14 universidades e instituciones profesionales del país, se dictaron cursos de tres meses de duración, con un plan único de estudios, que permitieron capacitar a 650 asociados de diferentes puntos geográficos del país, algunos muy apartados.


Incluyó entre las observaciones que merece a la Asociación la iniciativa legal la falta de normas sobre la jornada de trabajo, que en algún momento estuvieron contempladas. Sobre el particular, trajo a colación la necesidad de fijar en 44 horas semanales -que es la jornada ordinaria del sector público- la jornada de funcionamiento de todos los tribunales del país, regulando además el pago de las horas extraordinarias que se trabajen y la compensación de los gastos de alimentación, dada la inexistencia de casinos en las dependencias de los tribunales. Puntualizó que, aunque la Excma. Corte Suprema, mediante dos autos acordados, reguló recientemente esta materia, cada Corte de Apelaciones ha fijado horarios distintos, incluso entre los juzgados de su propia jurisdicción y en la práctica en numerosos tribunales se trabaja en jornadas que exceden las 44 horas señaladas.

- - - 


La Comisión intercambió ideas sobre varios antecedentes que le proporcionaron los invitados, entre ellos el relativo a la falta de descripción de las funciones que corresponden a los cargos del Escalafón del Personal de Empleados, en circunstancias que constituye un mandato vigente desde marzo de 1995, que contempla el artículo 498 del Código Orgánico de Tribunales.


Al respecto, el Ministro señor Alvarez informó que, en una reunión del Consejo Superior de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, se ha acordado instruir a la Dirección de la entidad para que se de cumplimiento a esa disposición legal.


El Director de la Corporación, a su vez, señaló que esa inobservancia se debía a que no se han proporcionado los recursos necesarios, pese a que se habían recabado desde el primer momento.  Agregó que nuevamente se ha solicitado la modificación presupuestaria respectiva, por la suma de 50 millones de pesos, que es el costo inicial estimado.


La señora Jefa de la División Judicial del Ministerio de Justicia observó que, en el informe final, de marzo de 1996, de la Universidad de Chile y la Universidad Diego Portales, a que se ha hecho alusión en las intervenciones, se contiene una descripción de funciones que podría ser de mucha utilidad.


La Comisión tuvo en cuenta en esta materia, por último, que en el Protocolo de Acuerdo suscrito por la señora Ministro de Justicia y el señor Presidente de la Excma. Corte Suprema se consigna que el Departamento de Recursos Humanos que se crea en este proyecto de ley “hará una descripción de funciones del personal” (punto 4.4)


La Comisión analizó también algunos aspectos prácticos del sistema de calificación, tanto en lo que respecta al elevado número de funcionarios calificados en lista sobresaliente, como a la aplicación del mecanismo de promediar las calificaciones separadas que debe hacer cada uno de los miembros de los tribunales colegiados, de acuerdo al artículo 278 del Código Orgánico de Tribunales.


Terminado el debate, los HH. señores integrantes de la Comisión compartieron los objetivos de la iniciativa legal en informe, que, en sus dos grandes lineamientos, apuntan a incrementar las remuneraciones y otros beneficios económicos del Poder Judicial, para dignificar la labor que desempeñan sus funcionarios, y a dotarlo de una estructura mínima que le permita poner en práctica una política de administración de recursos humanos que coadyuve al mejor ejercicio de la función jurisdiccional.


En ese sentido, se inscribe como una señal positiva en el contexto de revisión de la organización y funcionamiento de la administración de justicia, que se plantea en otras iniciativas sometidas a consideración de este Honorable Senado.


- En esa virtud, la Comisión aprobó en general el proyecto de ley en informe por la unanimidad de sus integrantes, HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Otero.

- - - 

DISCUSION PARTICULAR
Artículo 1° 


A contar del 1° de enero del año en curso, reajusta en forma gradual hasta el año 2000 los montos vigentes del sueldo base, de la asignación judicial y de otras bonificaciones aplicables al sector público -destinadas, en general, a compensar la mayor imponibilidad para efectos de salud y previsión- de que goza el personal del Poder Judicial.


Sobre los porcentajes de reajuste -correspondiente en 1997 al 2% para los escalafones superior y de asistentes sociales y al 3% para el de empleados, y en los años siguientes al 4% para todos ellos- se aplicará el porcentaje de la inflación esperada que, para el año respectivo, determine el Ministerio de Hacienda en el proceso presupuestario correspondiente, mediante decreto supremo.


La Comisión hizo suyas las prevenciones formuladas por el Ministro señor Alvarez, la Corporación Administrativa del Poder Judicial y la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial, respecto de la conveniencia de establecer una cláusula protectora de las remuneraciones de los funcionarios judiciales, tanto en relación con un posible mayor incremento de las rentas de los otros funcionarios públicos, como con una eventual inflación superior a la esperada.


Le preocupó, asimismo, la imponibilidad de las remuneraciones, entendiendo que -sin perjuicio del tope máximo legal- en principio deberían efectuarse las correspondientes cotizaciones previsionales sobre todas ellas.


En atención a que ambas materias son de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, solicitó formalmente a la señora Ministro de Justicia que se estudiase la posibilidad de presentar una indicación que disponga el pago de la diferencia que pudiese perjudicar a las remuneraciones de los funcionarios judiciales, en el primer caso, y se revise, en cuanto a su imponibilidad, la situación en que se encuentran las diferentes prestaciones económicas que recibirán estos funcionarios una vez que entre en vigencia esta ley.


- Sin perjuicio de lo anterior, aprobó el artículo por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Otero.

Artículo 2°


Establece, a partir del 1º de enero de 1997 y hasta el año 2000 una asignación de responsabilidad superior para el personal del escalafón primario del Poder Judicial ubicado en los grados I al VII de la escala de sueldos base mensuales del decreto ley N° 3.058, de 1979, ascendente a los montos mensuales que en cada caso se indica para cada grado.

Excluye de esta asignación al Director, Subdirector, Jefes de departamento y Contralor interno de la Corporación Administrativa del Poder Judicial.


La Comisión advirtió que la mención del “escalafón primario” es la que corresponde conforme a la división de los funcionarios judiciales en los escalafones que contemplan los artículos 263 y siguientes del Código Orgánico de Tribunales, pero no concuerda con la estructura que todavía se aplica para los efectos remuneratorios en conformidad al decreto ley N° 3058, de 1979, que es la de “escalafón del personal superior”, que se utiliza en esta iniciativa.


En esa medida, y sin perjuicio de la conveniencia de adecuar a la brevedad el referido decreto ley, estimó necesario seguir usando su nomenclatura, que es la que sigue el artículo 1°, ya aprobado.


Corrigió además la Comisión un error en la individualización del jefe del cargo de departamento de recursos humanos, que se crea más adelante, puesto que aparece identificado en este artículo como “director” de ese departamento.


- Con las modificaciones recién expresada, se aprobó en forma unánime, al registrarse la misma votación anterior.

Artículo 3°


Concede, a partir del 1º de enero de los años 1997, 1998, 1999 y 2000, una asignación de nivelación para el personal perteneciente al escalafón superior del Poder Judicial, de los montos mensuales que se indican, según el grado que corresponde al cargo respectivo.


Hace extensiva esta asignación de nivelación -por los montos mensuales que se indican, según el grado que corresponda al cargo respectivo- al Director, Subdirector, Jefes de Departamento y Contralor interno de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y a los profesionales contratados por ella que están asimilados al grado VI de la escala de sueldos bases del Poder Judicial.


- Fue aceptado, en los mismos términos, por la unanimidad antes señalada.

Artículo 4°

Otorga, a contar del 1º de enero de 1998, un bono de gestión institucional y otro de desempeño individual para el personal perteneciente a los grados V al XI del escalafón primario  y a los escalafones de asistentes sociales y empleados del Poder Judicial.  Cada uno de dichos bonos será el equivalente al 5% de la suma del sueldo base, más la asignación judicial y más la asignación profesional devengadas el año anterior para el respectivo funcionario.


Tendrá derecho al bono de gestión institucional el 90% mejor calificado del personal perteneciente a cada uno de los juzgados que constituyan el 40% que dé mejor cumplimiento a las metas de gestión, que a nivel nacional y considerando tipologías homogéneas de tribunales, fijará cada año la Corte Suprema mediante Auto Acordado.


Asesorará a la Corte Suprema en la elaboración de estas metas -que se relacionarán con la oportunidad y eficiencia del desempeño jurisdiccional, y la calidad de los servicios prestados a los usuarios, teniendo en cuenta la cantidad, complejidad y naturaleza de las causas de que conocen los distintos tribunales, así como los medios humanos y materiales con que cuentan- representantes de las Asociaciones de Magistrados, de Asistentes Sociales y de Funcionarios, y de los Ministerios de Justicia y Hacienda, sin perjuicio de que contrate la asesoría de un organismo técnico independiente.


A su vez, tendrá derecho al bono de desempeño individual el 30% del personal mejor calificado de cada escalafón, perteneciente al ámbito jurisdiccional de cada una de las Cortes de Apelaciones del país.


Si se produjere empate en el puntaje de la calificación para determinar el 90% a que se refiere el inciso tercero y el 30% a que se refiere el inciso quinto, se preferirá a aquellos funcionarios que tengan mejor nota por el concepto de eficiencia y, de persistir el empate, al de mejor nota en los conceptos de capacidad, responsabilidad e iniciativa, sucesivamente. Si aún así se mantuviera el empate, dirimirá el órgano calificador respectivo.


La Corporación Administrativa del Poder Judicial tendrá a su cargo determinar el 40% de los tribunales que haya dado mejor cumplimiento a las metas, así como la determinación final de los funcionarios beneficiarios de ambos bonos.


El precepto niega derecho a percibir cualquiera de los bonos a los funcionarios que sean calificados en lista condicional o deficiente, y a aquellos que, durante el año anterior al pago del mismo, hayan presentado licencias médicas por seis meses o más, excluyendo las que correspondan a los descansos establecidos en el artículo 181 del Código del Trabajo.


El pago de los bonos se efectuará en una cuota, durante el mes de junio de cada año.  Los montos que se perciban por este concepto de estos bonos no serán considerados remuneraciones para ningún efecto legal y, en consecuencia, no serán imponibles. No obstante, para los fines tributables se considerarán rentas del Nº 1 del artículo 42 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, entendiéndose para estos efectos, que la cantidad pagada se ha devengado por partes iguales en cada mes del año calendario respectivo.


La Comisión acogió algunas sugerencias de la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial, que fueron compartidas por la señora Ministro de Justicia y el Ministro señor Alvarez.


Sustituyó a referencia a “juzgados”, que se hace a propósito del bono de gestión institucional, por la de “tribunales”, toda vez que la anterior resulta equívoca, en la medida que podría entenderse excluyente del personal de las Cortes, lo que no corresponde al propósito de la iniciativa.


Cambió, asimismo, la alusión a la Asociación de “Funcionarios” por la de Asociación de “Empleados”, que es la correcta.


Estuvo de acuerdo, además, en que, en aquellos casos en que el funcionario de un tribunal hubiese estado sirviendo una suplencia en otro durante seis meses o más, y, en general, cuando un funcionario se hubiese desempeñado por ese lapso o uno superior en una unidad distinta de su lugar de desempeño habitual, debía estarse, para los efectos del bono de gestión institucional, a la situación en que quedase la unidad de trabajo en que laboró efectivamente.


En lo que atañe a la exclusión de estos beneficios de los funcionarios mal calificados o que hayan estado acogidos a licencia médica -salvo las maternales, que se precisó rectificando la mención que se hace al artículo 181 por la de los artículos 195 y 196 del Código del Trabajo- por seis meses o más durante el año anterior al pago, coincidió en que, por razones de equidad, debía ampliarse a quienes, por cualquier otra causa, no se hubiesen desempeñado efectivamente en el Poder Judicial durante seis meses o más.


El H. Senador señor Fernández manifestó que estimaba por completo atendible la inquietud de los empleados judiciales en cuanto a que los bonos consideraran, no sólo el sueldo base, la asignación judicial y la asignación profesional, sino que también la asignación de zona, ya que de otra forma se cometería una falta de equidad con los funcionarios que la perciben en forma permanente.


Por otra parte, para mantener la necesaria concordancia interna de esta iniciativa, la Comisión sustituyó la referencia al escalafón primario por la de escalafón superior.


- En consecuencia, se aprobó con las modificaciones aludidas, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Otero.

Artículo 5º

Confiere derecho a los bonos de gestión institucional y de desempeño individual al personal de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y de la Academia Judicial, ubicados o asimilados a los grados V, VI, VII, VIII, IX, X y XI del escalafón primario y al escalafón de empleados del Poder Judicial, los que serán de los montos y se regirán por las normas que en este precepto se señalan.


- Fue acogido -con las solas enmiendas consistentes en aludir al escalafón superior en vez del primario en el inciso primero y cambiar las referencias que hace el inciso final a los incisos del artículo precedente, como consecuencia de la intercalación en éste de un nuevo inciso quinto-, en forma unánime, por los HH. Señores Senadores ya mencionados.

Artículo 6°


Incrementa y modifica los gastos de representación del personal del Poder Judicial ubicado en los grados I, II y III, en términos de fijarlos en pesos, y no en un porcentaje de los sueldos, correspondientes a contar del 1º de enero de 1997.


Frente a la consulta del H. Senador señor Larraín sobre la razón de establecer estos montos en cantidades fijas, no reajustables, durante cuatro años, la señora Ministro de Justicia la fundó en el hecho de que este proyecto de ley responde a un plan cuadrienal de remuneraciones, y el Ministro señor Alvarez indicó que la Excma. Corte Suprema no formuló objeciones a este mecanismo, por estimar que se compensaba con el incremento que se obtendrá vía asignación de responsabilidad superior.


- Se aprobó en iguales términos, por los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Otero.

Artículo 7º


Incrementa la asignación de movilización de las asistentes sociales del Poder Judicial, en el cincuenta por ciento a partir del 1º de enero de 1997, y en el cincuenta por ciento a partir del 1º de enero de 1998, de modo de totalizar en dicho año un incremento del cien por ciento del monto de la referida asignación a la fecha de publicación de esta ley.


La Comisión prefirió, por razones de claridad, adecuar la redacción.


- Se sustituyó, debido a esas consideraciones formales, con la misma unanimidad que se acaba de señalar.
Artículo 8° 


Excluye al personal del Poder Judicial, de la Academia Judicial y de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, desde la publicación de esta ley, de las normas sobre remuneraciones aplicables a los demás personales del sector público, salvo disposición legal expresa en tal sentido, y sin perjuicio de los aguinaldos de Navidad y fiestas patrias y bonos de escolaridad que se establezcan legalmente para los otros funcionarios públicos.

Artículo 14

En concordancia con el artículo 8°, deroga el artículo 11 del decreto ley N° 3.058, de 1979, que establece el principio de que las remuneraciones de los personales del Poder Judicial serán reajustables de acuerdo a las normas generales que rijan para el sector público.


Ambas disposiciones se estudiaron conjuntamente por la Comisión, toda vez que están íntimamente relacionadas.


Desde un punto de vista general, la Comisión no compartió el criterio en que se sustentan, dado que no resulta congruente con este proyecto de ley, que considera un marco de vigencia de cuatro años para los beneficios económicos que establece, la exclusión permanente de los funcionarios judiciales de las normas sobre remuneraciones de los demás empleados públicos y de la reajustabilidad que se les aplique a estas últimas.


Fue de parecer que ello importa dejar en la incertidumbre las reglas por las que se regirán las remuneraciones del Poder Judicial al cabo del año 2000, lo que estimó por completo desaconsejable.


En esa virtud, coincidió en la conveniencia de suspender, simplemente, la aplicación del mecanismo de reajustabilidad previsto en el artículo 11 del decreto ley N° 3058, de 1979, durante este lapso, y, a la vez, disponer que, por el mismo período, no se aplicarán las normas sobre remuneraciones del sector público.  Ello permitirá que, si no se dispone legalmente, y con la suficiente anticipación, nuevas normas especiales para el Poder Judicial, éste volverá a regirse por las reglas generales en materia remuneratorias, en lo que sea pertinente.


Consultado por la Comisión, el Ministro señor Alvarez manifestó su completo acuerdo con esta fórmula, que sólo apunta a evitar un posible vacío.


Por otro lado, en lo que concierne a la inaplicabilidad de las normas sobre remuneraciones del sector público contemplada en el artículo 8°, hubo consenso entre la Comisión, la señora Ministro de Justicia y el Ministro señor Alvarez, de que el concepto de “remuneración” allí utilizado no comprende a prestaciones que son de otra naturaleza, como ocurre por ejemplo con el viático, que, si bien es una simple compensación de gastos por concepto de alimentación y alojamiento, que corresponde a lo que en el Estatuto Administrativo se denomina “asignación”, en la nomenclatura del artículo 7° del decreto ley N° 3058, de 1979, es denominado impropiamente “remuneración adicional”.


- Con las expresadas modificaciones se aprobaron los artículos 8° y 14 en forma unánime, por los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.

Artículo 9º

Mejora la remuneración asignada al cargo de prosecretario de la Corte Suprema, que pasa del grado X del escalafón del personal superior del Poder Judicial al grado VIII del mismo escalafón.


- Fue aceptado en iguales términos por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Otero.

Artículo 10

Introduce diversas modificaciones, contenidas en siete numerales, en el Código Orgánico de Tribunales.


En virtud del número 1 -dividido en tres letras-,  se modifica el artículo 219, aumentando a 9 el número de abogados integrantes en las Cortes de Apelaciones de Valparaíso, San Miguel, Concepción, y a 5 en las de Arica, Antofagasta, La Serena y  Rancagua; e incrementando a la vez a 45 y a 25, respectivamente, el número de integrantes de las listas respectivas de las cuales se confeccionan las respectivas ternas.


- Se rechazó por tres votos en contra, emitidos por los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, y uno a favor, pronunciado por el H. Senador señor Hamilton.


El H. Senador señor Larraín sostuvo, fundando su voto, que si se está proponiendo eliminar los abogados integrantes de la Excma. Corte Suprema en otro proyecto, no ve motivos para mantener los abogados integrantes de las Cortes de Apelaciones.  Consideró que el aumento que se plantea es contradictorio con el estudio de la eliminación de esta institución, en el que se avanza paralelamente, para crear en su reemplazo un mayor número de Ministros de Corte.  En esas condiciones, juzgó inoportuno introducir cambios en esta materia.


El H. Senador señor Fernández afirmó que es partidario de aumentar el número de Ministros de Corte, en vez de la cantidad de abogados integrantes.


El H. Senador señor Otero compartió esos puntos de vista, añadiendo que estima indispensable regular las inhabilidades e incompatibilidades de los abogados integrantes, destacando en especial la prohibición de ejercer la profesión en el mismo territorial jurisdiccional de la Corte de Apelaciones de la que sea abogado integrante.


El H. Senador señor Hamilton sostuvo, en cambio, que, con independencia de esas consideraciones, si no se incrementa de inmediato el número de algunos integrantes en las Cortes que se propone, se corre el riesgo de dejar sin aplicación práctica el aumento de Salas que la ley dispuso recientemente en algunas de ellas.


Con el número 2 se modifica el artículo 506, con el objeto de agregar la administración de los recursos humanos a la actual administración de recursos financieros, tecnológicos y materiales destinados al Poder Judicial que ejerce la Corte Suprema, a través de la Corporación Administrativa del Poder Judicial.


La Comisión dejó constancia que, pese a la amplitud con que está hecha la referencia a la “administración de recursos humanos”, esa actividad debe sujetarse a las disposiciones constitucionales y legales aplicables, así como a las directrices que fije la Excma. Corte Suprema.  Ello guarda relación con el hecho de que su actividad estará centrada, especialmente -según manifestó el Ministro señor Alvarez y la Jefa de la División Judicial señora Gazmuri-, en el personal coadyuvante de la actividad jurisdiccional.


- Fue aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero.


De acuerdo al número 3, se sustituye el N° 4° del inciso tercero del artículo 506, con la finalidad de eliminar la atribución de la Corporación consistente en la organización de cursos y conferencias destinados al perfeccionamiento del personal judicial, reemplazándola por el asesoramiento técnico y formulación de proposiciones a la Corte Suprema en materias de personal e indicadores de gestión y la ejecución de la administración del recurso humano del Poder Judicial.

La Comisión aceptó las sugerencias del Ministro señor Alvarez y de la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial, en orden a mantener la actual atribución de la Corporación, que ofrece cursos de perfeccionamiento de mayor duración y profundidad que los de la Academia Judicial, con la que se complementa, y que han dado resultados muy positivos.


Le pareció preferible, en el nuevo numerando 4°, que se refiere a “ejecutar la administración del recurso humano”, hacer una vinculación expresa con las directrices que le imparta la Excma. Corte Suprema.


- Consecuentemente, resolvió aprobar este número, pero agregándolo al inciso tercero del artículo 506, y modificado en los aspectos a que se ha aludido.  El acuerdo se tomó en forma unánime por los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero.


En virtud del numeral 4, se agrega un número 6º nuevo a este inciso tercero, en cuya virtud se entrega a la Corporación la atribución de remitir a los Ministerios de Justicia y de Hacienda, cuando le sean requeridos, los informes y estudios que obren en su poder o que se le soliciten, relacionados con materias de su competencia.


Si bien le mereció dudas a la Comisión la necesidad de incluir esta atribución, convino en hacerlo, pero precisando que, eventualmente, otros órganos y autoridades del Estado también podrían pedir los informes y estudios que haya elaborado o encargado a terceros, y que, en todo caso, sólo podría entregarlos previa autorización del Consejo Superior de la Corporación.


- Quedó aprobado en estos términos, por la unanimidad ya expresada.


De conformidad al número 5 se sustituye el artículo 507, con el solo objeto de incluir en la nueva estructura de la Corporación Administrativa del Poder Judicial al jefe de recursos humanos y al respectivo departamento.


- Se aprobó sin cambios por los HH.Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.


El número 6 enmienda el artículo 511, con el único propósito de incluir al jefe de recursos humanos como responsable del funcionamiento del respectivo departamento.


- Resultó acogido, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.


Finalmente, de acuerdo al número 7 se reemplazan los incisos primero y segundo del artículo 513, con el objetivo de establecer en 4 años el plazo de duración en el cargo de director de la Corporación, y exigir, para ocupar dicho cargo, título profesional universitario con especialidad de administración.


Sobre el particular, el Ministro señor Alvarez hizo presente a la Comisión que este precepto, que no ha sido conocido con anterioridad por la Corte Suprema, le parecía inconveniente.  En primer término, porque la fijación de un plazo para ejercer el cargo de Director de la Corporación limita el carácter de funcionario de exclusiva confianza de la Corte Suprema que tiene en la actualidad de acuerdo al inciso tercero, que no se modifica, por lo que además resulta contradictoria.  En segundo lugar, porque restringe también la atribución actual de la Corte Suprema en el sentido de determinar la especialidad que estime conveniente para este profesional universitario.  Sugirió que, por las razones expresadas, se mantuviese sin modificación el actual artículo 513.


La Comisión compartió ese criterio, estimando preferible conservar la flexibilidad que ofrece la disposición vigente en esta materia.


- Se rechazó por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.

Artículo 11


Crea, a contar del 1º de enero de 1998, en la Corporación Administrativa del Poder Judicial, un departamento de recursos humanos, cuya función será asesorar técnicamente a la Corte Suprema en esta materia y ejecutar la administración correspondiente al personal del Poder Judicial.


Hubo acuerdo unánime de la Comisión en reiterar que la ejecución de la administración de los recursos humanos debe hacerse de acuerdo a las directrices que imparta la Corte Suprema.


- En esos términos, se aprobó por los HH. Senadores antes mencionados.

Artículo 12


Exige que el cargo de jefe del departamento de recursos humanos sea desempeñado por un profesional con al menos cinco años de experiencia en cargos de alta responsabilidad en administración de recursos humanos.


Advirtió la Comisión que esta exigencia es excepcional frente a la regla, contemplada en el artículo 513 del Código Orgánico de Tribunales, de que es la Corte Suprema la que determina los requisitos para acceder a este cargo, sobre la base de que sea una persona que posea título profesional de una carrera universitaria de a lo menos ocho semestres académicos.  En la medida que resta flexibilidad y libertad de decisión a la Corte Suprema, la estimó inconveniente, y prefirió que se aplique el referido artículo 513.


- Fue rechazado en forma unánime por los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.

Artículo 13


Fija la planta de personal para el departamento de recursos humanos de la Corporación Administrativa, con un total de once cargos, cinco profesionales y seis empleados administrativos.


- Quedó aprobada, por la misma unanimidad recién señalada.

- - -

El artículo 14 se estudió conjuntamente con el artículo 8°, como se expresó en su oportunidad.

- - - 
Artículo 15


Equipara el grado de la escala de sueldos asignado al oficial del fiscal de la Corte de Apelaciones de Concepción, que en el artículo 30, letra e), de la ley N° 19.298, se señaló como “Grado XVI”, con el que fue el asignado en la misma ley a los cargos de oficiales del fiscal que se crearon en las Cortes de Apelaciones de Antofagasta, La Serena y Rancagua, esto es, el “Grado XIII”.


- Fue aprobado unánimente, por los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.

Artículos transitorios

Artículo 1°


Dispone que los jueces letrados de comuna o de agrupación de comunas y los secretarios de juzgados de letras que al 30 de mayo de 1995 contaban con más de cinco años de permanencia en la categoría, y los que, a esa fecha, servían en propiedad tales cargos, una vez que cumplan 5 años, tendrán, para los efectos de los ascensos, los mismos derechos que los funcionarios de la categoría inmediatamente superior.


En tales términos, se mantendría para tales funcionarios la situación en que se encontraban con anterioridad a la derogación del artículo 268 del Código Orgánico de Tribunales
, dispuesta por la ley N° 19.390, publicada en la fecha mencionada.


Explicó la señora Jefe de la División Judicial del Ministerio de Justicia que, si bien esa Secretaría de Estado comparte el principio de carrera judicial que sobre este tema está consagrado en la ley N° 19.390, que modificó el Código Orgánico de Tribunales, la derogación del artículo 268 afectó a los funcionarios que cumplían los requisitos contemplados en ese artículo a la fecha de su derogación, y a otros que tenían la legítima expectativa de beneficiarse con el “ascenso ficto” establecido en tal disposición.


Añadió que los funcionarios ubicados en la quinta categoría casi cuadriplican a los de la cuarta categoría (264 cargos contra 84), lo que produce un estancamiento de la carrera en ese nivel, principalmente en la ciudad de Santiago, que también se aliviaría con la norma que se propone.


El H. Senador señor Otero recordó que la derogación del artículo 268 fue estudiada detenidamente con ocasión del respectivo proyecto de ley, y se concluyó que no era posible aceptar que los funcionarios que estaban en Santiago quedasen en una situación privilegiada frente a los que se desempeñan en el resto del país, limitándose a cumplir años de servicio para llegar a tener los mismos derechos en cuanto al ascenso, que los que se han desplazado de un punto a otro del territorio nacional.


Subrayó que ello importa la negación de una efectiva carrera judicial, que beneficia a un solo grupo de funcionarios, principalmente los secretarios de juzgados de Santiago, por lo que no es propio decir que la ley N° 19.390 privó de un beneficio, sino que puso fin a una discriminación.  Afirmó que, en los términos en que el artículo está planteado, pese a su formulación como transitorio, produciría efectos permanentes en el tiempo respecto de todos los funcionarios a que allí se alude.


- Puesto en votación, se recibieron los votos negativos de los HH. Senadores señores Larraín y Otero, el voto a favor del H. Senador señor Hamilton y la abstención del H. Senador señor Fernández.


El H. Senador señor Larraín justificó su negativa en que, si bien hay razones a favor y en contra de este precepto, no le parece conveniente alterar un criterio que, meditadamente, tomó el Senado hace dos años, sobre la base de las mismas consideraciones actuales.


- Repetida la votación, se mantuvo el resultado, por lo que reglamentariamente se sumó la abstención al voto de mayoría, quedando de esta forma desechada la disposición.

Artículo 2°

Establece la imputación del mayor gasto presupuestario que irrogará la iniciativa en el año 1997.


- Se aprobó por unanimidad, por los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Otero.

- - - 


En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone que aprobéis el proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados con las siguientes modificaciones:

Artículo 2°

Reemplazar, en el inciso primero, la expresión “escalafón primario” por “escalafón superior”.


Sustituir, en el inciso segundo, la palabra “director” por “jefe”.

Artículo 4°

Sustituir, en el inciso primero, la expresión “escalafón primario” por “escalafón superior”.


Reemplazar, en el inciso tercero, el vocablo “juzgados” por  “tribunales”.


Sustituir, en el inciso cuarto, la palabra “Funcionarios” por “Empleados”.


Intercalar el siguiente inciso quinto, nuevo:


“Para los efectos del bono de gestión institucional, los funcionarios se considerarán pertenecientes al tribunal en que hayan desempeñado efectivamente sus funciones durante seis meses o más en el año respectivo, aunque ocupen cargos de planta o a contrata en otro tribunal”.

Reemplazar el inciso octavo, que pasa a ser nuevo, por el siguiente:


“No tendrán derecho a percibir ninguno de los bonos los funcionarios que sean calificados en lista condicional o deficiente, ni aquellos que, durante el año anterior al pago del mismo, por cualquier motivo no hayan prestado servicios efectivos en el Poder Judicial durante seis meses o más, con la sola excepción de los períodos por los cuales se hubiesen acogido a licencias médicas que correspondan a los descansos establecidos en los artículos 195 y 196 del Código del Trabajo”.

Artículo 5°


Reemplazar, en el inciso tercero, la expresión “escalafón primario” por “escalafón superior”.


Sustituir, en el inciso final, la frase “incisos sexto, octavo, noveno y décimo” por “incisos séptimo, noveno, décimo y undécimo”.

Artículo 7°

Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 7º.- Reajústase en un ciento por ciento, en la forma gradual que se indica, el monto vigente de la asignación de movilización de las asistentes sociales del Poder Judicial, contemplada en la letra b) del artículo 7º del decreto ley N° 3.058, de 1979, y en el artículo 93 de la ley N° 18.834:


En el 50%, a partir del 1 de enero de 1997.  


En el 50% restante, a partir de 1 de enero de 1998.”
Artículo 8°

Intercalar, a continuación de la expresión “esta ley” y antes de la coma (,) que la sigue, la siguiente oración: “y hasta el 31 de diciembre del año 2000”.

Artículo 10

Eliminar el número 1 y las tres letras que lo integran.


Reemplazar los números 3 y 4, que pasan a ser 2 y 3, por los siguientes:


“2. Agrégase el siguiente N° 6° al inciso tercero del artículo 506:


"6º Asesorar técnicamente y formular proposiciones a la Corte Suprema en materias de personal e indicadores de gestión y ejecutar la administración de los recursos humanos del Poder Judicial conforme a las directrices que ésta le imparta.".

3. Agrégase el siguiente Nº 7 al inciso tercero del artículo 506:


"7° Remitir, previa autorización del Consejo Superior, los informes y estudios que haya elaborado o encargado a terceros y obren en su poder a los Ministerios de Justicia y Hacienda y a los órganos y autoridades del Estado, cuando los soliciten para materias relacionadas con su competencia.".


Suprimir el número 7.

Artículo 11

Sustituir la frase “ejecutar la administración correspondiente al personal del Poder Judicial” por “ejecutar la administración del personal del Poder Judicial conforme a las directrices que ésta le imparta”.

Artículo 12

Suprimirlo.

Artículo 14

Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 13.- Suspéndese la vigencia del artículo 11 del decreto ley N° 3.058, de 1979, hasta el 31 de diciembre del año 2000.”

Artículos transitorios

Eliminar este epígrafe.

Artículo 1°

Suprimirlo.

Artículo 2°

Consultarlo como único artículo transitorio.

- - -


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley quedaría como sigue:


"PROYECTO DE LEY:

"Artículo 1º.- Reajústanse en los porcentajes que se indican, los sueldos bases mensuales, la asignación judicial y las bonificaciones establecidas en los artículos 3º de la ley Nº 18.566, 10 y 11 de la ley Nº 18.675 y 3º y 4º de la ley Nº 18.717, aplicables al personal del escalafón superior y al escalafón de asistentes sociales del Poder Judicial; al personal de planta y contrata del escalafón superior de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y al personal de la Academia Judicial:


En el 2% sobre el monto vigente a esa fecha, a partir del 1 de enero de 1997.


En el 4% sobre el monto vigente a esa fecha, a partir del 1 de enero de 1998.


En el 4% sobre el monto vigente a esa fecha, a partir del 1 de enero de 1999.


En el 4% sobre el monto vigente a esa fecha, a partir del 1 de enero de 2000.


Para el personal del escalafón de empleados del Poder Judicial y el personal del escalafón de empleados, de planta y contrata, de la Corporación Administrativa de éste, el reajuste del sueldo base y de las asignaciones y bonificaciones señaladas en el inciso primero, será del 3% a partir del 1 de enero de 1997 y de los mismos porcentajes señalados para el personal indicado en el inciso primero, en los años 1998, 1999 y 2000.


Las remuneraciones adicionales, fijadas en porcentajes de los sueldos, no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos, reajustadas en conformidad con lo establecido en este artículo, a contar del 1 de enero de 1997.


Además, desde el año 1998 y hasta el año 2000, inclusive, se aplicará sobre las remuneraciones citadas en el inciso primero el porcentaje de la inflación esperada que para el año respectivo determine el Ministerio de Hacienda en el proceso presupuestario correspondiente, mediante decreto supremo.


Artículo 2º.- Establécese a partir del 1 de enero de los años 1997, 1998, 1999 y 2000 una asignación de responsabilidad superior para el personal del escalafón superior del Poder Judicial ubicado en los grados I al VII de la escala de sueldos bases mensuales establecidos en el decreto ley Nº 3.058, de 1979, de los montos mensuales que en cada caso se indica, para cada grado:

	Grado
I

II

III

IV

V

VI

VII
	Años

1997

46.713

32.500

14.098

10.000

  7.500

  5.931

  3.812
	1998

186.850

130.000

  56.392

  40.000

  30.000

  23.723

  15.247
	1999

513.838

357.500

155.079

110.000

  82.500

  65.237

  41.927
	2000

934.251

650.000

281.962

200.000

150.000

118.613

  76.229



La asignación de que trata este artículo no corresponderá a las autoridades de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, señaladas en el artículo 11 de la ley N° 18.969, ni al jefe del departamento de recursos humanos de dicha Corporación.


Artículo 3°.- Establécese, a partir del 1 de enero de los años 1997, 1998, 1999 y 2000, una asignación de nivelación para el personal perteneciente al escalafón superior del Poder Judicial, de los montos mensuales que se indican, según el grado que corresponda al cargo respectivo, de acuerdo con la ubicación establecida en el artículo 5° del decreto ley N° 3.058, de 1979:

	Grado

I

II

III

IV

V

VI

VII

VIII

IX

X

XI
	Años
1997

0

7.293

0

27.066

3.392

0

3.811

2.010

2.630

3.000

2.614
	1998

0

29.173

0

42.196

50.763

0

15.245

5.196

12.980

14.115

8.340
	1999

0

80.225

0

62.455

143.555

0

41.925

12.630

37.130

40.049

21.700
	2000

0

145.863

0

100.863

261.009

0

76.229

21.241

69.000

74.098

38.172



Esta asignación de nivelación corresponderá también a las autoridades de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, señaladas en el artículo 11 de la ley N° 18.969, al jefe del departamento de recursos humanos de dicha Corporación y a los profesionales contratados por ella, asimilados al grado VI de la escala de sueldos bases mensuales establecida en el decreto ley N° 3.058, de 1979. 


Dicha asignación tendrá, a partir del 1 de enero de los años 1997, 1998, 1999 y 2000,  los montos mensuales que se indican, según el grado que corresponda al cargo respectivo:

	Grado
III

IV

V

VI

VII
	Años
1997

14.098

37.066

10.892

5.931

7.623
	1998

56.392

82.196

80.763

23.723

30.492
	1999

155.079

172.455

226.055

65.237

83.852
	2000

281.962

300.863

411.009

118.613

152.458



Artículo 4º.- Establécese, a contar del 1 de enero de 1998, un bono de gestión institucional y otro de desempeño individual para el personal perteneciente a los grados V, VI, VII, VIII, IX, X y XI, del escalafón superior, y a los escalafones de asistentes sociales y empleados del Poder Judicial.


Cada uno de dichos bonos será equivalente al 5% de la suma del sueldo base, la asignación judicial y la asignación profesional anuales devengadas para cada funcionario a quien corresponda el beneficio, durante el año inmediatamente anterior.


Tendrá derecho al bono de gestión institucional el 90% mejor calificado del personal perteneciente a cada uno de los tribunales que constituyan el 40% que dé mejor cumplimiento a las metas de gestión, que a nivel nacional y considerando tipologías homogéneas de tribunales, fijará cada año la Corte Suprema mediante Auto Acordado. Estas metas dirán relación con la oportunidad y eficiencia del desempeño jurisdiccional, y la calidad de los servicios prestados a los usuarios, teniendo en cuenta la cantidad, complejidad y naturaleza de las causas de que conocen los distintos tribunales, así como los medios humanos y materiales con que cuentan.


Asesorará a la Corte Suprema en la elaboración de estas metas un equipo de trabajo compuesto por representantes de las Asociaciones de Magistrados, de Asistentes Sociales y de Empleados del Poder Judicial y de los Ministerios de Justicia y Hacienda, sin perjuicio de que pueda contratar, además, previo concurso público de antecedentes, la asesoría de un organismo técnico independiente.


Para los efectos del bono de gestión institucional, los funcionarios se considerarán pertenecientes al tribunal en que hayan desempeñado efectivamente sus funciones durante seis meses o más en el año respectivo, aunque ocupen cargos de planta o a contrata en otro tribunal.

Tendrá derecho al bono de desempeño individual el 30% del personal mejor calificado de cada escalafón, perteneciente al ámbito jurisdiccional de cada una de las Cortes de Apelaciones del país.


Si se produjere empate en el puntaje de la calificación para determinar el 90% a que se refiere el inciso tercero y el 30% a que se refiere el inciso quinto, se preferirá a aquellos funcionarios que tengan mejor nota por el concepto de eficiencia y, de persistir el empate, al de mejor nota en los conceptos de capacidad, responsabilidad e iniciativa, sucesivamente. Si aún así se mantuviera el empate, dirimirá el órgano calificador respectivo.


La determinación del 40% de los tribunales que haya dado mejor cumplimiento a las metas, así como la determinación final de los funcionarios beneficiarios de ambos bonos, corresponderá a la Corporación Administrativa del Poder Judicial.


No tendrán derecho a percibir ninguno de los bonos los funcionarios que sean calificados en lista condicional o deficiente, ni aquellos que, durante el año anterior al pago del mismo, por cualquier motivo no hayan prestado servicios efectivos en el Poder Judicial durante seis meses o más, con la sola excepción de los períodos por los cuales se hubiesen acogido a licencias médicas que correspondan a los descansos establecidos en los artículos 195 y 196 del Código del Trabajo.


Los bonos serán pagados en una cuota, durante el mes de junio de cada año.


Los montos que se perciban por concepto de estos bonos no serán considerados remuneraciones para ningún efecto legal y, en consecuencia, no serán imponibles. No obstante, para los fines tributables se considerarán rentas del Nº 1 del artículo 42 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, entendiéndose para estos efectos, que la cantidad pagada se ha devengado por partes iguales en cada mes del año calendario respectivo.


Artículo 5º.- Tendrán también derecho a los bonos de gestión institucional y de desempeño individual los personales de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y de la Academia Judicial, ubicados o asimilados a los grados V, VI, VII, VIII, IX, X y XI del escalafón superior y al escalafón de empleados del Poder Judicial, los que serán de los montos y se regirán por las normas que a continuación se señalan.


En el caso de la Corporación Administrativa, cada uno de dichos bonos será equivalente al 5% de la suma del sueldo base, la asignación judicial y la asignación profesional anuales devengadas para cada funcionario a quien corresponda el beneficio, durante el año inmediatamente anterior.


En el caso de la Academia Judicial, cada uno de los bonos será equivalente al 5% de la remuneración anual devengada en el año inmediatamente anterior, correspondiente a la categoría del escalafón primario o de empleados del Poder Judicial a que se encuentre asimilado cada funcionario beneficiario, en conformidad a lo establecido en el artículo 21 de la ley Nº 19.346. Se considerará remuneración para estos efectos el equivalente al sueldo base más las asignaciones indicadas en el inciso anterior.


El bono de desempeño individual se otorgará al 30% mejor evaluado de estos personales. El de gestión institucional, por su parte, se otorgará al 90% del personal mejor calificado de la Academia Judicial y de las unidades operativas de mejor desempeño de la Corporación Administrativa, siempre que se cumplan las metas de gestión que se fijen para estas instituciones.


Dichas metas se fijarán por la Corte Suprema, la que actuará asesorada para ello por representantes de los Ministerios de Justicia y Hacienda, sin perjuicio de que pueda contratar, además, previo concurso público de antecedentes, la asesoría de un organismo técnico independiente.


Tratándose de la Corporación Administrativa, el desempeño individual se evaluará en base a la calificación anual de cada funcionario y tratándose de la Academia Judicial, la forma de evaluación de desempeño se determinará en un reglamento que dictará al efecto su Consejo Directivo.


Se aplicarán para la concesión de estos bonos las normas de los incisos séptimo, noveno, décimo y undécimo del artículo anterior.


Artículo 6º.- A contar del 1 de enero de 1997, los gastos de representación establecidos en el artículo 7º, letra a),  del decreto ley N° 3.058, de 1979, dejarán de expresarse en porcentajes del sueldo correspondiente al grado del cargo que desempeña el funcionario. 


A contar de esa fecha, serán de los montos mensuales siguientes:


Grado


Monto $


I



185.000


II



182.000


III



160.000


Artículo 7º.- Reajústase en un ciento por ciento, en la forma gradual que se indica, el monto vigente de la asignación de movilización de las asistentes sociales del Poder Judicial, contemplada en la letra b) del artículo 7º del decreto ley N° 3.058, de 1979, y en el artículo 93 de la ley N° 18.834:


En el 50%, a partir del 1 de enero de 1997.  
En el 50% restante, a partir del 1 de enero de 1998.

Artículo 8º.-  A contar de la fecha de publicación de esta ley y hasta el 31 de diciembre del año 2000, no se aplicarán al personal del Poder Judicial, de la Academia Judicial y de la Corporación Administrativa del Poder Judicial las normas sobre remuneraciones aplicables a los demás personales del Sector Público, salvo disposición legal expresa en tal sentido.


Con todo, serán aplicables a estos personales las leyes que otorgan aguinaldos de Navidad y fiestas patrias y bonos de escolaridad a los demás personales del sector público.


Artículo 9º.- Elimínase la mención del cargo de prosecretario de la Corte Suprema en el grado X del escalafón del personal superior del Poder Judicial, que se contiene en el artículo 5º del decreto ley  N° 3.058, de 1979, e inclúyese dicho cargo en el grado VIII del mismo escalafón.


Artículo 10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:


1. Intercálase, en el inciso primero del artículo 506, el adjetivo "humanos," después de la palabra "recursos".


2. Agrégase el siguiente N° 6° al inciso tercero del artículo 506:


"6°. Asesorar técnicamente y formular proposiciones a la Corte Suprema en materias de personal e indicadores de gestión y ejecutar la administración de los recursos humanos del Poder Judicial conforme a las directrices que ésta le imparta.".

3. Agrégase el siguiente Nº 7 al inciso tercero del artículo 506:


"7°. Remitir, previa autorización del Consejo Superior, los informes y estudios que haya elaborado o encargado a terceros y obren en su poder a los Ministerios de Justicia y Hacienda y a los órganos y autoridades del Estado, cuando los soliciten para materias relacionadas con su competencia.".


4. Sustitúyese el artículo 507, por el siguiente:


"Artículo 507.- La Corporación Administrativa del Poder Judicial tendrá un Consejo Superior, un director, un subdirector, un jefe de finanzas y presupuestos, un jefe de adquisiciones y mantenimiento, un jefe de informática y computación, un jefe de recursos humanos y un contralor interno. Su estructura orgánica funcional básica estará constituida por un departamento de finanzas y presupuestos, un departamento de adquisiciones y mantenimiento, un departamento de informática y computación, un departamento de recursos humanos y una contraloría interna.".


5. Intercálase, en el artículo 511, después de la palabra "computación", la expresión "y de recursos humanos", reemplazando la conjunción "y" ubicada entre las expresiones "mantenimiento" y "de" por una coma (,) y suprimiendo la coma (,) ubicada después de la expresión "computación".


Artículo 11.- Créase, a contar del 1 de enero de 1998, en la Corporación Administrativa del Poder Judicial, un departamento de recursos humanos, cuya función será asesorar técnicamente a la Corte Suprema en esta materia y ejecutar la administración del personal del Poder Judicial conforme a las directrices que ésta le imparta.


Artículo 12.- Fíjase la siguiente planta de personal para el departamento de recursos humanos de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, con los grados que se indican en la escala de sueldos bases mensuales del Poder Judicial.


Jefe departamento recursos humanos: 1 profesional  con especialidad en el área de administración grado V del Escalafón del Personal Superior.


Jefe unidad análisis organizacional: 1 profesional grado IX del Escalafón del Personal Superior.


Jefe unidad organización y estudios: 1 profesional grado IX del Escalafón del Personal Superior.


Asistentes de recursos humanos: 2 profesionales grado IX del Escalafón del Personal de Empleados.


Secretaria del departamento: 1 administrativa grado XV del Escalafón del Personal de Empleados.


Coordinadores administrativos: 5 administrativos grado XV del Escalafón del Personal de Empleados.


Artículo 13.- Suspéndese la vigencia del artículo 11 del decreto ley N° 3.058, de 1979, hasta el 31 de diciembre del año 2000.

Artículo 14.- Sustitúyese, en el artículo 30, letra e), de la ley N° 19.298, la expresión "Grado XVI" por la expresión "Grado XIII".


Artículo transitorio.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 1997 se financiará con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104 de la partida Tesoro Público del Presupuesto de la Nación.".

- - - 


Acordado en sesiones celebradas en la mañana y tarde del día 26  de agosto de 1997, con asistencia de los HH. Senadores señores Miguel Otero Lathrop (Presidente), Sergio Fernández Fernández, Juan Hamilton Depassier y Hernán Larraín Fernández.


Sala de la Comisión, a 30 de agosto de 1997.

                                                JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA

                                                                Secretario

RESEÑA
I. -  BOLETÍN Nº: 2006-07

II.- MATERIA: Reajusta e incrementa las remuneraciones del Poder Judicial; modifica el decreto ley N° 3.058, de 1979; crea el Departamento de Recursos Humanos en la Corporación Administrativa del Poder Judicial, y modifica el Código Orgánico de Tribunales

III.- INICIATIVA: Mensaje de S.E. el Presidente de la República.
IV. TRAMITE CONSTITUCIONAL: Segundo trámite.

V. APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: Por unanimidad.

VI. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 12 de agosto de 1997.
VII. TRAMITE REGLAMENTARIO: Primer informe.

VIII. URGENCIA: Simple.
IX. LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: El decreto ley Nº 3.058, de 1979 y el Código Orgánico de Tribunales.
X. ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO: El proyecto consta de catorce artículos permanentes y uno transitorio.

XI. PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN:


1.- Mejorar las remuneraciones y otros beneficios económicos del personal del Poder Judicial, en forma gradual, desde el 1° de enero de 1997 hasta el 1° de enero del año 2000.


Entre otras materias, se reajusta el sueldo base y la asignación judicial en un 14% para los Escalafones del Personal Superior y de Asistentes Sociales, y en un 15% para el Escalafón del Personal de Empleados; aumentan los montos de gastos de representación, y se crean una asignación de responsabilidad superior, una asignación de nivelación, y dos bonos, uno de gestión institucional y otro de desempeño individual.


2.- Crea el Departamento de Recursos Humanos en la Corporación Administrativa del Poder Judicial.

XII. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL:  No hay.

XIII. ACUERDOS: Aprobado en general por  unanimidad (4-0).

                                                    JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA
                                                                    Secretario

Valparaíso, 30 de agosto de 1997.

�  “Art. 268. Los jueces letrados de comuna o agrupación de comunas y los secretarios de juzgados de letras, con más de cinco años de permanencia en la categoría, tendrán para los efectos de los ascensos, los mismos derechos que los funcionarios de la categoría inmediatamente superior.


Igual regla se aplicará a los defensores públicos de las categorías sexta y séptima, con más de diez años de permanencia en el cargo o de veinte en el servicio judicial.”





